Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 10:04). 

—Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:). 


«1) Impuesto de Asistencia a la Seguridad Social. Modificación de las alícuotas. Proyecto de 
ley aprobado por la Cámara de Representantes. Carpeta n.* 665/2016. Distribuido n.* 952/2016. 


2) Versión taquigráfica del edil Edgardo Lerena de la Junta Departamental de Durazno 
referente a la reforma que se quiere realizar a la Caja Militar (ya remitida por correo electrónico)». 


—Muy buenos días. El tema que vamos a considerar en el día de hoy tiene que ver con el 
proyecto de ley referido a las exoneraciones que se brindarán en la ciudad de Dolores. Con mucho 
gusto recibimos a los representantes del Ministerio de Economía y Finanzas y de la Dirección General 
Impositiva. 


SEÑOR SERRA (Fernando).- Buenos días, vengo en representación del Ministerio de Economía y 
Finanzas. 


Estuvimos leyendo atentamente la versión taquigráfica de la sesión de la comisión relativa al 
proyecto de ley que es objeto de análisis que nos remitieron y, en atención a ello, queremos hacer 
algunos comentarios. 


El proyecto de ley que mandó el Poder Ejecutivo se ciñó básicamente a una solicitud de la 
sociedad civil, en particular, de la Liga Comercial e Industrial de Dolores. Con el mismo tenor hubo una 
petición formulada por la Liga de Defensa Comercial, ya a nivel nacional, con respaldo al sector 
comercial e industrial de dicha ciudad. 


En esa petición se solicitaba concretamente, en el punto 1, la prórroga por seis meses en 
todos los pagos de impuestos y posterior convenio de pago por 36 meses sin multas ni recargos, 
incluyendo los convenios firmados con anterioridad al 15 de abril de 2016. En segundo lugar, se 
solicitaba la exoneración de anticipos mínimos obligatorios por el período de inactividad en caso de 
haberlo. Remarco que se señala «por el período de inactividad en caso de haberlo». En tercer término, 
dada la baja de actividad, se pide considerar el volumen de ventas de este ejercicio y no del anterior 
para el pago del IRAE mínimo. 


En base a esta petición y bajo el principio de no ir más allá de lo que se había solicitado, el 
proyecto de ley del Poder Ejecutivo se ciñe estrictamente a solucionar el problema planteado. 


El punto uno, o sea, la prórroga para el pago de los impuestos, se había tomado en cuenta 
en forma preliminar —-seguramente después lo vamos a ver con la Dirección General Impositiva— a 
través de sendas resoluciones del director general de rentas. Respecto a este punto quedaba 
pendiente el otorgamiento de un régimen de facilidades de pago en 36 meses, como solicitó la Liga 
Comercial e Industrial de Dolores y eso fue contemplado en el proyecto de ley. 


En cuanto al punto 2, que tiene que ver con la exoneración de anticipos mínimos obligatorios 
por el período de inactividad en caso de haberlo, fue concebido así en el proyecto de ley del Poder 
Ejecutivo. Los artículos 1.* y 2. eximen del pago en esas condiciones, es decir, siempre que no hayan 
tenido actividad, tal como lo solicitaron. 


El punto tres plantea que, dada la baja de actividad, se considere el volumen de ventas de 
este ejercicio y no del anterior para el pago del IRAE mínimo. Nos pareció que esto no era demasiado 
relevante y no lo tomamos en cuenta por la complejidad que acarreaba. El pago mínimo del IRAE se 
realiza en forma mensual y, para graduarlo, se toma en cuenta una escala que está en función de los 
ingresos del año anterior. La Liga Comercial e Industrial de Dolores planteaba que, en lugar de tomar 
en cuenta los ingresos del año anterior, se consideraran los de este ejercicio. Este elemento nos 
generaba muchas complejidades y nos pareció que no era demasiado relevante; por lo tanto, no fue 
tomado en cuenta. 


En lo que hace a las deliberaciones en el seno de la Comisión, en cuanto al planteo de 
eliminar las condicionantes de los artículos 1. y 2. de que no hubieran desarrollado actividades, 
tenemos el problema de cómo bajar a tierra e implementar esa exclusión. Nos parecía buena la 
solución propuesta por la sociedad civil de ceñirnos solo a las hipótesis de inactividad, pero el abrir la 
posibilidad a todo aquel que tenga residencia fiscal en Dolores es un elemento que nos hemos podido 
evaluar, es un imponderable y no tenemos idea hasta dónde puede llegar. Nos parece que abordar ese 
tema sin un previo análisis no sería recomendable. 


Por lo tanto, en esta instancia el Poder Ejecutivo se ciñe al planteo formulado originalmente, 
en línea con lo que plantearon las fuerzas vivas de la sociedad civil y se deja condicionado solo a que 
no hubieran desarrollado actividad. Esto es lo que refiere a los impuestos administrados por la 
Dirección General Impositiva. 


En lo que refiere a las contribuciones especiales de la seguridad social, la estructura del 
proyecto de ley sigue el mismo sentido. Si lo analizan verán que no hay ninguna norma que exonere de 
contribuciones especiales de seguridad social. Esto se debe a que el BPS soluciona este problema en 
forma interpretativa bajo el principio de actividad remunerada y entendió que no era necesario 
contemplarlo en la ley. El hecho de que no se configure actividad determina que el BPS no la grave y 
por eso no tenemos ninguna disposición exoneratoria en materia de contribuciones especiales de 
seguridad social. 


El artículo 3.* tiene que ver con el régimen de facilidades especiales previsto por la Ley n.* 
17555, que establece un régimen especial de facilidades en 36 cuotas sin la aplicación de sanciones, 
pero contempla una actualización por el IPC determinado en unidades indexadas. Nos parece que 
podría ser necesario eliminar esa restricción de manera de contemplar, no ya las exoneraciones —como 
lo establecen los artículos 1.* y 2.— sino los regímenes de facilidades para aquellos contribuyentes 
domiciliados en Dolores que puedan tener dificultades para hacer frente a las obligaciones corrientes. 
En este caso sí nos parece que podría llegar a ser atinado eliminar esa restricción que figura en la 
parte final del inciso primero del artículo 3.: «siempre que no hubieran desarrollado actividades debido 
a los eventos climáticos ocurridos el día 15 de abril de 2016». Ese sí nos parece que podría ser de 
recibo. 


Los artículos 4.* y 5.2 ya son competencia del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Este 
proyecto de ley fue elaborado conjuntamente por dicho ministerio y el de Economía y Finanzas y no 
nos corresponde expresarnos sobre el fondo, pero básicamente en el artículo 4.2 se prevé la 
posibilidad de establecer un régimen especial de facilidades de pago para las contribuciones 
especiales de seguridad social y en el artículo 5.% las exoneraciones de las contribuciones de 
seguridad social en lo que refiere a la construcción. 


Por mi parte esto sería todo lo que tengo para decir y quedamos a las órdenes para contestar 
cualquier duda que planteen los señores senadores al respecto. 


SEÑOR DELGADO.- Antes que nada, damos la bienvenida a la delegación que nos visita hoy. 


Obviamente, la presentación tiene que ver con las dudas que surgieron la semana pasada. 
Quien habla estaba de licencia, pero estuvo como coordinador del Partido Nacional en negociaciones 
para dar al proyecto de ley un tratamiento diferente al que tuvo en la Cámara de Representantes a raíz 
de varios reclamos e inquietudes de comerciantes de la sociedad civil de Dolores sobre cómo estaba 


redactado. Por eso se reunió la Comisión de Hacienda y en una sesión posterior del Senado se 
resolvió seguir estudiando el proyecto de ley en comisión para que fuera objeto de un mayor análisis. 


Hace un rato me comuniqué con el señor senador Besozzi, que es oriundo de Soriano y 
exintendente. Él estuvo el otro día en la Comisión de Hacienda, ayer estuvo reunido con las fuerzas 
vivas y gente del centro comercial e insiste en que la redacción que tuvo en la Cámara de 
Representantes, en realidad —hablo ahora del artículo 2.%, relativo a las exoneraciones—, beneficia 
solamente a tres o cuatro empresas que no tuvieron actividad. En las demás no hubo un cese de 
actividades, pero sí una dificultad. Siguieron operando, muy precariamente en muchos casos, aunque 
formalmente no tuvieron un cese temporal de actividades. Eso fue lo que me trasmitieron obviamente 
la gente de Soriano y particularmente el señor senador Besozzi. 


En principio, la idea era buscar —ponernos creativos, sobre todo, con el Poder Ejecutivo—, vía 
reglamentación, la posibilidad de tener márgenes para actuar con sentido común, flexibilidad y eficacia, 
a los efectos de tener una norma paraguas que habilite al Poder Ejecutivo a hacerlo. Esta norma no lo 
habilita porque establece a texto expreso: «siempre que no se hubieran desarrollado actividades». En 
este sentido, nuestros invitados hablaban de la dificultad de interpretar esto y determinar quiénes sí y 
quiénes no, es decir, cuál es el límite; la exoneración sería de aplicación muy discrecional y quizá de 
difícil implementación. Después la norma hace referencia a que para la facilidad sí se podría otorgar, 
con lo cual la dificultad sigue estando. La diferencia es que una es para la facilitad y la otra para la 
exoneración. 


En realidad, no tengo la solución, pero exhortaría al Poder Ejecutivo a buscar una nueva 
redacción. En lo personal siempre he tratado muy excepcionalmente estas normas que otorgan 
discrecionalidad al Poder Ejecutivo de turno, pero dada la situación, la gravedad que tuvo y los 
impactos generados por el evento climático del 15 de abril, creo que habría que elaborar una norma un 
poco más amplia. Por la vía de la reglamentación, el Poder Ejecutivo, con los relevamientos que tiene — 
debe haber sido el fenómeno climático en el que se hicieron más relevamientos en los últimos tiempos 
porque el Sinae hizo un muy buen trabajo con la sociedad civil, con la Intendencia y con los comités de 
emergencia—, debería buscar una norma marco con una redacción un poco más abarcativa y más 
flexible y que la reglamentación establezca los mecanismos para amparar en determinadas casuísticas 
a algunos sectores que fueron afectados, pero formalmente no cesaron la actividad. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quedó clara la explicación. De todos modos, solicito al contador Serra que 
nos deje la nota que mandaron los comerciantes de Dolores. 


En cuanto a lo que plantea el señor senador Delgado —y también fue planteado por el señor 
senador Besozzi en la reunión anterior—, teniendo en cuenta el relevamiento que hizo el Sistema 
Nacional de Emergencia y que la franja de afectación es bien acotada, quizás se pueda delimitar en lo 
territorial de la ciudad a algunos comercios, de manera de establecer o fundamentar que, a pesar de 
que a la semana siguiente empezaron a funcionar nuevamente, fueron afectados, tanto en lo edilicio 
como en lo demás, y van a tener connotaciones distintas a las de los otros comercios. Me parece que 
por ahí se podría salvar el problema en lo territorial y no diluirlo tanto. Hay que tener en cuenta que lo 
que establece el articulado refiere a toda la ciudad de Dolores. Nos queda claro que es a todo el 
territorio de la ciudad. Habría que acotar más esa franja territorial a aquellos comercios que fueron 
afectados ediliciamente porque, más allá de que, como dijo el señor senador Besozzi, pusieron tres o 
cuatros chapas y empezaron a trabajar otra vez, fueron afectados de una manera distinta al resto de la 
ciudad. 


Propongo esta idea para pensar juntos una solución. 


SEÑOR SERRA (Fernando).- El planteo que formula el señor senador Delgado es una innovación 
para nosotros. En cuanto a la solicitud de la señora Presidenta, nosotros ya habíamos pensado que era 
conveniente dejarles una copia de la nota remitida por la Liga de Defensa Comercial al ministro de 
Economía y Finanzas, Danilo Astori, que es concreta y se ciñe a las hipótesis señaladas. 


Reitero que la petición, en el punto 2, habla de «exoneración de anticipos mínimos obligatorios 
por el período de inactividad en caso de haberlo». Es enfática y está clarísimo que la solicitud refiere a 
eso y es a lo que nos hemos ceñido. 


Este fue un proyecto de ley que dio su trabajo; durante su elaboración hubo intercambio de 
opiniones, en forma reiterada, con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Reformularlo en el 
sentido que plantea el señor senador Delgado nos llevaría a abrir un paréntesis y no estamos en 
condiciones de saber en qué oportunidad el Poder Ejecutivo podría mandar una enmienda a este 
artículo. Desde nuestro punto de vista, preferimos la solución planteada en el seno de la comisión de 
aprobar este proyecto de ley tal como fue remitido por el Poder Ejecutivo, salvo el ajuste que 
estaríamos dispuestos y en condiciones de aceptar en lo que refiere al régimen de facilidades. 


Posteriormente, el Ministerio de Economía y Finanzas podrá abrir otra instancia en la que con 
mucho gusto recibirá a las fuerzas vivas de Dolores. Si quieren replantear la situación, con mucho 
gusto los vamos a atender, pero ceñidos a lo que concretamente planteen las fuerzas vivas. 


En lo que refiere a la propuesta de la señora presidenta, eventualmente podría contemplarse 
en la reglamentación qué se entiende por inactividad. La flexibilidad que podría tener esto es la que le 
otorga la propia Constitución de la República al Poder Ejecutivo para reglamentar las leyes y hacer una 
interpretación lo más amplia posible de qué se entiende por inactividad, con la salvedad de que, desde 
el punto de vista del administrador tributario, las exoneraciones no pueden ser muy amplias porque 
después se empiezan a colar por todos lados y es difícil controlarlas. Las exoneraciones deben tener 
su rigurosidad al momento de la interpretación. 


Reitero la voluntad y la posición del Poder Ejecutivo de estar abierto a lo que planteen las 
fuerzas vivas; con mucho gusto los recibiremos y estamos dispuestos a considerar el planteo 
formulado. 


SEÑOR DELGADO.- En primer lugar, queremos decir que valoramos lo que acaba de decir el contador 
Serra, pero aquí no solo estamos hablando de un planteo de las fuerzas vivas, sino que hay una 
comisión del Senado. Los senadores de la Comisión de Hacienda del Senado también podemos hacer 
propuestas, más allá de las que hagan las fuerzas vivas. Muchas veces trasladamos inquietudes —en 
algunas ocasiones las compartimos y en otras, no—, pero también tenemos inquietudes propias. No se 
trata solamente de que haya una nota de la Liga de Defensa Comercial. 


Además, por las reuniones que hemos tenido, creo que en esa nota quisieron transcribir un 
sentido mucho más amplio que el restrictivo que se puede interpretar del texto leído literalmente. 


¿Hay posibilidades de ampliar la interpretación de la inactividad? ¿Cuál es la interpretación? 
Esa es la clave. La señora presidenta hablaba de ese tema y me parece, repito, que es la clave. Si, en 
realidad, la interpretación de inactividad en el sentido tributario refiere a empresas que cesaron su 
actividad y dieron cuenta de eso, volveríamos a la situación anterior y estarían abarcadas cuatro 
empresas. Si hay posibilidades de abrir una ventana de interpretación del concepto de inactividad 
dándole un sentido más amplio y hay voluntad política de tener conversaciones y negociaciones con el 
Ministerio de Economía y Finanzas, pienso que puede encontrarse una solución. Para nosotros es 
importante saber esto de antemano, incluso, para decidir si estamos de acuerdo o no con las 
propuestas que hacía el contador Serra. 


SEÑOR SERRA (Fernando).- La alusión a la nota viene a cuento porque el propio senador Delgado 
hablaba de que la Liga Comercial e Industrial de Dolores no estaba conforme con el texto del artículo. 
Obviamente, los señores senadores opinarán lo que tengan que opinar y en eso el Poder Ejecutivo no 
va a incidir en absoluto, pero ciñámonos a los hechos concretos. 


Por un lado, tenemos la petición de la Liga de Defensa Comercial dirigida concretamente al 
señor ministro de Economía y Finanzas y, por otro lado, lo que acaba de señalar el señor senador 
Delgado en cuanto a la disconformidad que tendría ese sector de la sociedad civil. Estamos dispuestos 
a conversarlo nuevamente, pero lejos de querer coartar la opinión de los señores senadores. 


En lo que refiere a la interpretación de inactividad, recordemos que la estructura del impuesto 
mínimo a la renta y de la cuota fija de IVA mínimo correspondiente a los contribuyentes exentos en el 
literal E del artículo 52 del Título 4 del impuesto a la renta de las actividades económicas requiere estos 
pagos aun sin que se hayan generado ingresos. Este proyecto de ley lo alinea al principio de capacidad 
contributiva. Si el contribuyente no tiene capacidad contributiva, parecería lógico contemplar esa 
situación excepcional y exonerarlo del pago de estos impuestos porque obviamente no cumple con el 
principio, pese a que la ley vigente le impone esa obligación. 


Pero, ¿qué sucede? Al momento de solucionar el problema que plantea el señor senador 
Delgado, tenemos que tener en cuenta lo que les decía al principio, que es el tema de las 
contribuciones especiales de seguridad social, porque no se les está exigiendo el pago por vía 
interpretativa. Entonces, habría que modificar la estructura de la ley, no solo para contemplar lo que 
plantea el señor senador Delgado, sino también para contemplar la situación del BPS. En rigor, habría 
que agregar artículos exonerando a las contribuciones especiales de seguridad social; por el diseño de 
la norma esto no fue tomado en cuenta. 


Por eso señalábamos que para nosotros es una innovación. Es más, para considerar los 
planteos in totum, es decir, tal como fueron formulados, deberíamos rediseñar el proyecto de ley y 
estudiarlo nuevamente, porque fue concebido con otra lógica. Para ello, necesitaríamos un tiempo más 
que prudencial para bajarlo a tierra. 


SEÑOR CAMY.- Saludamos la presencia, amable como siempre, de esta delegación. 


A nuestro juicio, en esta oportunidad lo importante es analizar el alcance que tiene este 
ámbito y resolver qué concepto queremos aplicar ante una situación absolutamente excepcional que 
vivió el país. El Senado de la República, con la comparecencia de quien tiene la competencia privativa 
para proyectar la ley —que en esta materia es el Poder Ejecutivo—-, hace que pueda definirse hasta 
dónde queremos llegar. Digo esto porque habrá que corregir la norma y tomar distintas medidas en 
función de lo que se defina y aquí está la posibilidad de definir qué alcance se le quiere dar. 


Creo que lo que hay que hacer es definir el concepto. Si no hay otro, por supuesto que vamos 
a acompañar este proyecto de ley. Cuando fue enviado a la comisión, lo que se expresó —en esa 
oportunidad estaba el señor senador Besozzi, que es oriundo de ese departamento y exintendente, y 
conoce de manera particular lo que sucedió en Dolores— fue que conceptualmente era necesario que el 
alcance fuera mayor que el que se establece en el artículo 1.” en el sentido de que no solamente 
alcancen la exoneración los que cesaron la actividad, sino todos aquellos que tienen asiento en la 
ciudad de Dolores y quienes, aun sin haber cesado la actividad, fueron damnificados por los hechos 
ocurridos. Son dos cosas distintas. 


Por ejemplo, la resolución 1801/2016, de la Dirección General Impositiva, con fecha 26 de 
abril del 2016, con la firma de su subdirector, en ejercicio de la dirección general, resuelve: «Prorrógase 
para los sujetos pasivos cuyo domicilio fiscal se encuentre en la ciudad de Dolores, el vencimiento de 
las obligaciones correspondientes a los meses de marzo, abril y mayo de 2016...». El concepto es 
genérico: «los sujetos pasivos cuyo domicilio fiscal se encuentre en la ciudad de Dolores». 


Asimismo, ANEP resolvió prorrogar el vencimiento de la primera y segunda cuota del 
Impuesto Enseñanza Primaria, a los padrones urbanos de la ciudad de dolores, departamento de 
Soriano, hasta el 9 de diciembre. 


Entonces, el planteamiento al que referí en la pasada sesión, junto con los senadores 
Delgado y Besozzi, aludía a incluir a todos quienes están involucrados en los sucesos de la ciudad de 
Dolores. Si esto no pudiera concretarse, o el Poder Ejecutivo entendiera, por la razón que fuere, que 
no están dadas las condiciones o la voluntad para organizarlo, al menos habría que seguir 
focalizándose en los damnificados, que no necesariamente los podemos acotar a quienes cesaron sus 
actividades. De hecho, quienes resolvieron no cesarlas tuvieron cuentas que no pudieron cobrar, 
empleados y parientes damnificados, y en los hechos tuvieron que cesar sus actividades. Recuerdo 
que en la sesión pasada el senador Besozzi comentó el caso de una peluquera que no recibió clientas 


durante un mes. No cesó la actividad, pero en los hechos no la tuvo. Me consta que el Poder Ejecutivo 
los asistió a través de todas las dependencias, y seguramente alcanzó a algunos de ustedes. 


Quienes estuvimos en Dolores vimos que, literalmente, la ciudad fue devastada. Entonces, 
más allá de discutir si el instrumento es válido o no, está bien que se insuma el tiempo necesario para 
lograr su rediseño. 


A mi juicio, de acuerdo a lo que entendí en la sesión pasada, debemos discutir hasta dónde 
estamos dispuestos a dar el alcance: si es en el mismo sentido de la resolución de prórroga n.” 
1801/2016 de la DGI, o lo que hizo educación primaria: dar el tiempo que se considere necesario y 
aplicar la exoneración por imperio de la ley, con la correspondiente iniciativa del Poder Ejecutivo. Si no, 
naturalmente, estaremos al proyecto ya remitido. 


Es un tema conceptual: por un lado están los pocos comerciantes que cesaron formalmente 
sus actividades, y por otro los alcanzados por el desastre, los damnificados, que son muchos más que 
los primeros, y aún son muchos más los que viven en una ciudad que se paralizó, que no tuvo los 
servicios básicos, y que fue controlada por las Fuerzas Armadas en medio de saqueos. 


Reitero que aún hoy quienes visitan la ciudad de Dolores ven claramente lo que sucedió. 
Inclusive, en las últimas horas se ha confirmado que los edificios principales ubicados en pleno centro 
de la ciudad, no van a ser recuperados. 


No pretendemos cuestionar los alcances técnicos de las medidas a tomar, sino su definición. 
Si votamos el proyecto de ley que tiene en cuenta solamente a los que cesaron y bajaron las cortinas 
de sus comercios, no alcanzamos a los otros damnificados que son muchos más. Es lo que queríamos 
decir, porque nos quedó claro que eso fue lo que se había discutido en la sesión pasada y no llevamos 
el tema al plenario en el entendido de que se iba a plantear la posibilidad de modificar el concepto de 
que el alcance ¡ba a ser el mismo que inspiró a las resoluciones de la DGI. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Antes de darles la palabra, quisiera hacer algún comentario y también 
formular una pregunta. 


En primer lugar, quisiera saber la fecha de la nota de solicitud que enviaron los comerciantes. 
Lo planteo para tener una idea de los tiempos que estamos manejando y de las respuestas que se 
están dando. 


Por otra parte, me gustaría saber si tienen idea o si se hizo un relevamiento de los comercios 
de la zona que resultaron afectados. Si ustedes no tienen esa información, tal vez el Sistema Nacional 
de Emergencias la posea. 


A su vez, quiero señalar que entiendo lo que plantean los señores senadores en cuanto a 
que aquí definimos el alcance de algunas cosas. A veces lo hacemos muy bien y, en otras ocasiones, 
no tanto. 


Hubo una nota con algunos pedidos concretos, que se les está dando respuesta a través de 
este proyecto de ley. Quizá pueda flexibilizarse un poco y mi idea es conversarlo con ustedes y ver qué 
podemos hacer. No quisiera plantarme en una postura intransigente sobre algo que, tal vez, no puede 
hacerse o podríamos demorar mucho más. 


Asimismo, me quedó claro lo que dijo el señor Serra en cuanto a que, si aprobamos este 
proyecto de ley, el Poder Ejecutivo tiene la flexibilidad de conversar con la gente de la sociedad de 
Dolores para ver qué otras modificaciones o ampliaciones puede llegar a tener esto. 


Pregunto la fecha de la nota porque me parece bueno ver cuándo les estamos dando 
respuesta. 


En cuanto a la otra consulta que formulé, según los gestos realizados, me doy cuenta de cuál 
es la respuesta. Sin embargo, me gustaría que quedara explícitamente planteado si hay un número, un 
relevamiento o si podríamos apelar al Sistema Nacional de Emergencias para saber si lo tiene. 


SEÑOR SERRA (Fernando).- Con relación al planteo realizado por el señor senador Camy, estamos 
totalmente de acuerdo con que una norma razonable debería contemplar la situación de todos aquellos 
que se vieron perjudicados. Así lo planteamos en nuestra primera intervención y anunciamos la 
voluntad del Poder Ejecutivo de ser amplio, tener las puertas abiertas y aceptar las propuestas formule 
la sociedad civil a través de la Liga Comercial e Industrial de Dolores. 


Pensamos que esto requiere un análisis, una reflexión y un diseño que hay que volver a 
estudiarlo, analizarlo y verlo con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y con el BPS. Sin duda 
que las soluciones no son fáciles. 


En cuanto al planteo que formulaba el señor senador Camy, quiero señalar que no es 
replicable la lógica de una prórroga en los vencimientos de pago ni una concesión de facilidades de 
pago en determinadas condiciones. Esto refiere a otra lógica en el sentido de que se generaron las 
obligaciones tributarias, y lo que se le da es un régimen que les facilite el pago de las obligaciones. 


Cuando hablamos de exoneraciones nos referimos a otra cosa. Ya estamos hablando de 
renuncia fiscal y de disposición de los fondos públicos. En ese aspecto tenemos que ser más 
cuidadosos que si otorgamos una mera prórroga o una mera concesión de facilidades. 


Lo que decimos es que compartimos el planteo de fondo, pero cuando uno da exoneraciones 
tiene que ser quirúrgico. No puede dar exoneraciones amplias al barrer porque existe el temor de que 
luego se cuelen situaciones no deseadas. Es por esa razón que requeriría un proceso de análisis, de 
reformulación, que es lo que estamos dispuestos a realizar. En este momento no estamos en 
condiciones de brindar una solución a corto plazo porque no la tenemos. No sabemos dónde pasar la 
raya para contemplar las situaciones que realmente le preocupan al señor senador Camy. 


Tendríamos que ver cómo hacer ese diseño para que no se vean beneficiados contribuyentes 
que no deberían serlo. Es por ese motivo que pedimos otra instancia para poder contemplar esta 
situación. 


Volvemos a insistir en la conveniencia —los señores senadores lo evaluarán— de aprobar este 
proyecto de ley en estas condiciones para solucionar el problema más grueso, es decir, de aquellos 
que no tuvieron actividades, y después abordar el problema de segundo orden, de aquellos que, si bien 
tuvieron actividad, igualmente se vieron damnificados. 


En lo que refiere a la pregunta planteada por la señora presidenta, la nota de la Liga 
Comercial e Industrial de Dolores tiene fecha 3 de mayo, y la de la Liga de Defensa Comercial es del 
24 de mayo de este año. Esto muestra que no fue fácil. Lo que pasó en Dolores fue un tema muy 
sensible para todos los uruguayos y nos ocupamos de él. Fue complejo diseñar esto, hubo que 
interactuar con otros organismos recaudadores y con otros ministerios, y ese fue el producto que se 
logró. 


En cuanto al relevamiento de los comercios afectados no tengo constancia de que haya uno 
igual al que se hizo con las viviendas. Me gustaría cederle la palabra al director general de rentas para 
que se refiera al tema. 


SEÑOR SERRA (Joaquín).- Es verdad, no hemos realizado ese relevamiento. Comparto el criterio que 
señalaba el señor Fernando Serra respecto a que si se resolviera una exoneración sería necesario que 
existiera algún elemento objetivo para poder otorgarla. Recién se hacía referencia a otros registros que 
puedan existir y quizá ese podría ser un elemento, pero la Dirección General Impositiva no tiene un 
relevamiento de los distintos contribuyentes y del nivel de daño que pueden haber sufrido. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si aprobáramos el proyecto tal como está, con la salvedad que introdujo el 
señor Serra de sacarle una parte al último inciso del artículo 3.9, ¿cabría la posibilidad de flexibilizarlo si 
se pudiera hacer un relevamiento de todos los comercios damnificados? Habría que tener en cuenta 
todo el territorio afectado porque si nos ceñimos solamente a la parte acotada, los que están fuera pero 
igualmente se vieron perjudicados, no estarían alcanzados. ¿Hay alguna manera de flexibilizar esto? 
Por más que esos comercios hayan tenido actividad, quizá sus edificaciones sí fueron afectadas y tal 
vez exista la posibilidad de que se los contemple. Cabría esa posibilidad? 


SEÑOR SERRA (Fernando).- Los impuestos que se exoneran a través de los artículos 1.? y 2.2 son 
competencia del Ministerio de Economía y Finanzas, pero las exoneraciones a las contribuciones 
especiales de la seguridad social son competencia del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 
Tendríamos que abrir una discusión entre los dos ministerios porque la solución debería ser la misma 
para ambas situaciones, solo que los gravámenes que recauda el Banco de Previsión Social se 
realizan en coordinación con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y no con la Dirección General 
Impositiva que es un organismo desconcentrado del Poder Ejecutivo y del Ministerio de Economía y 
Finanzas. 


Habría que analizar la factibilidad de detectar a todos aquellos que se vieron damnificados, 
pero por el momento no tenemos elementos para ello porque no fueron objeto de análisis. Tendríamos 
que analizar y definir cuáles son los contribuyentes beneficiados por esta exoneración fiscal. No 
estamos en condiciones de asegurarlo porque, reitero, nos ceñimos a la petición original; no entramos 
en ese análisis porque no era el «se pide» que se formuló inicialmente. 


SEÑOR DELGADO.- Acá hay dos caminos, quizás alguno más. Este proyecto demuestra la 
sensibilidad que el Poder Ejecutivo tuvo después del fenómeno climático de la ciudad de Dolores. 
Obviamente, la nota original se dio en el marco de una situación postrauma —por así decirlo— y después 
se dieron cuenta —por lo menos esa es la información que tenemos-— de que el efecto que estaban 
buscando era muy limitado y, particularmente, el cese de actividades estaba restringido a cuatro 
comercios. Por eso se planteó reformular esta propuesta valorando la iniciativa, que va en el sentido de 
lo que se propuso; creo que en eso no hay dos opiniones, y es valorable. 


Ahora bien, lo que se propuso el otro día en esta comisión —y estamos discutiendo ahora— 
fue darle un marco de mayor flexibilidad, solo eso. Nos dicen, con mucha lógica, que en realidad se 
ciñeron a lo que fue pedido, con lo cual el marco de mayor flexibilidad en cuanto al grado de cobertura 
y a cuál sería la base de afectación de los beneficios, tendrían que estudiarlo en función de 
relevamientos y de cruzamiento de datos o reuniones con el Sinae, incluso quizás con el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, como acaba de mencionarse. 


Podemos generar una nueva reunión dentro de quince días con el mismo equipo y dar un 
margen de tiempo para por lo menos tener las discusiones internas con el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, fundamentalmente con el Sinae, para ver el relevamiento y si hay posibilidad de 
elaborar una redacción más ajustada a la petición de mayor flexibilidad. 


Entonces, la propuesta es darnos quince días para aprobar la nueva redacción, pero si no 
sucede así ¿qué efecto puede tener el no haber aprobado ninguna norma? Tampoco queremos que 
por tratar de hacer las cosas perfectas o por lo menos justas, terminemos perjudicando a alguien por 
una cantidad de situaciones que, mientras tanto, se pueden dar. Por eso hablamos de un plazo de no 
más de quince días. ¿Tenemos margen en esos quince días para que puedan hacer una consulta o un 
relevamiento y pensar en una redacción más flexible, que sea más abarcativa y quizás esta comisión 
pueda tratar el tema rápidamente? Porque lo demás es un tema de voluntad política y, tal como dijo el 
señor senador Camy, la voluntad del Partido Nacional está, la del Gobierno también y la de todos los 
partidos, ya que todos hemos sido sensibles a este tema, y si hay voluntad política en la Cámara de 
Representantes, esto podría aprobarse en una semana porque no lleva un trámite parlamentario muy 
engorroso. Por eso preguntamos cuáles pueden ser las consecuencias negativas. 


SEÑOR SERRA (Fernando).- Me gustaría insistir en un concepto. De lo que plantean los señores 
senadores Delgado y Camy me parece entender que en base a la separación de poderes el Poder 
Legislativo podría interpretar la iniciativa privativa del Poder Ejecutivo en materia de exoneraciones y 


darle mayor flexibilidad. Pienso que por ese camino solucionaríamos la mitad del problema, ya que 
estaríamos interviniendo solo en los impuestos que recauda la Dirección General Impositiva. 


Remarco nuevamente que en materia de contribuciones especiales de seguridad social el 
criterio fue que el Banco de Previsión Social no grava por el principio de actividad remunerada. 
Entonces, si flexibilizamos esto, el problema va a persistir con las contribuciones especiales de 
seguridad social porque para poder contemplar el planteamiento que están haciendo los señores 
senadores se requiere una norma expresa exoneratoria de las contribuciones especiales de seguridad 
social; entonces no vamos a solucionar el problema. Para poder incorporar en esa lógica la 
exoneración de las contribuciones especiales de seguridad social, hay que formular un nuevo proyecto 
de ley en atención a la iniciativa privativa del Poder Ejecutivo, que tendrá que pasar por el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social y por el Ministerio de Economía y Finanzas, en acuerdo con el presidente 
de la república. No podemos solucionarlo en este ámbito; sí podríamos solucionar el problema de la 
Dirección General Impositiva, pero no el de las contribuciones especiales de seguridad social. Esa es 
la restricción que tenemos. 


Entonces, lo que proponemos es aprobar esto tal como está y después analizar la otra 
posibilidad, que requiere una estructura tal que una interpretación y una flexibilización de este proyecto 
de ley no lo van a poder solucionar; va a quedar la mitad del problema. Entonces, quizá tengamos que 
esperar quince días y no podremos solucionar ín totum el problema que existe por delante. 


Con respecto a la pregunta sobre qué pasaría si no se aprobara en quince días —pido al 
señor director general de Rentas que me corrija si estoy equivocado—, quiero decir que la ley va a 
convalidar y tendrá efecto retroactivo a favor de los contribuyentes. No hay restricciones temporales. 


SEÑOR DELGADO.- Entiendo la situación planteada con respecto al Banco de Previsión Social así 
como el hecho de que con ello estaríamos solucionando una parte del problema y no todo. Ahora bien, 
para la parte del problema que podemos solucionar, entendemos que la redacción del proyecto de ley 
es muy restrictiva. 


Para lo concerniente a la Dirección General Impositiva, ¿existe posibilidad de que en quince 
días se pueda tener una redacción quizá más flexible, abarcativa o que deje previsto en la 
reglamentación una interpretación que le dé un marco de aplicación mayor que lo que está consagrado 
a texto expreso en el proyecto de ley? Esta es la pregunta vinculada al tema impositivo porque, sobre 
el Banco de Previsión Social, luego veremos lo que hacemos. 


Reitero: para aprobar este proyecto de ley, ¿existe la posibilidad de que con respecto a la 
parte impositiva —en función de algunos cruzamientos, informaciones, diálogos o negociaciones que se 
puedan realizar—, en quince días se pueda llegar a una nueva redacción? 


SEÑOR SERRA (Fernando).- En materia de diagnóstico no podemos asegurar que en quince días 
podamos hacer diseñar una norma que contemple la situación planteada por el señor senador 
Delgado. No estamos en condiciones de asegurarlo. 


Además, por razones de técnica y administración nos parece que la solución debería estar 
alineada para los dos gravámenes; esto es, seguridad social e impuestos nacionales. De acuerdo con 
la pregunta formulada por el señor senador, nos parece que lo razonable, lo serio y lo técnico sería 
volver a abrir una nueva instancia y analizar el tema con toda rigurosidad, cosa que estamos 
dispuestos a hacer. 


Consideramos que solucionar la mitad del problema no es el camino más adecuado; 
preferimos abordar el problema en su totalidad, tanto para las contribuciones especiales de seguridad 
social como para los impuestos nacionales. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En lo personal, prefiero que se nos dé un voto de confianza. La idea es 
aprobar el proyecto de ley y tener una segunda instancia para rever estos temas y ver si es factible una 
solución de este tipo. Quizá deberíamos convocar a nuestros visitantes para una reunión dentro de 


quince o veinte días a efectos de determinar si es factible de llevar adelante lo que están planteando 
los señores senadores. Me explico: propongo que dentro de quince o veinte días nos reunamos con 
alguna idea sobre si esto es factible o no y cómo lo podríamos hacer. 


De todas maneras, me parece que no deberíamos dejar de aprobar este proyecto de ley que, 
sabemos, hoy por hoy beneficiará a alguien. 


Señor senador Delgado: asumo el compromiso de tener confianza en que, desde el Poder 
Ejecutivo, se pueda abrir una nueva instancia de estudio. Luego de ello, podríamos reunirnos para ver 
si es factible enviar un segundo proyecto de ley para atender la situación planteada por los señores 
senadores del Partido Nacional. 


En una primera instancia, propongo votar el proyecto de ley tal cual está y darnos unos días 
para trabajar sobre el tema que ha sido planteado. 


SEÑOR SERRA (Fernando).- Estamos de acuerdo con la propuesta, señora presidenta. Habría que 
convocar a la liga de Dolores para afinar bien el planteo que ellos quieren formular, pero nuestra 
experiencia en materia de interrelacionamiento con la sociedad civil es absolutamente beneficiosa; 
tenemos muy buena experiencia, tanto con las gremiales de trabajadores como con las de 
empleadores y otras fuerzas vivas. Nos parece fundamental trabajar junto a ellos y con mucho gusto 
los podremos convocar desde el Ministerio de Economía y Finanzas —que es por quien puedo 
comprometerme-—, y deberíamos coordinar con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para ver 
cuál sería la fórmula adecuada que podría contemplar las necesidades de esta liga. 


Con mucho gusto lo haremos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Muchas gracias a la delegación por asistir a esta comisión y quedamos 
abiertos a la posibilidad de convocarlos a una nueva instancia de trabajo. 


(Se retiran los representantes del Ministerio de Economía y Finanzas, 
y de la Dirección General Impositiva). 


SEÑOR DELGADO.- Sé que la señora presidenta estuvo hablando con los representantes del 
Ministerio de Economía y Finanzas para tejer alguna solución que pueda mejorar el proyecto de ley 
porque todos apuntamos en el mismo sentido. 


Me parece que sería bueno darles un tiempo prudencial —no demasiado largo; quince días o 
quizás menos- para tener un primer panorama y ver si es posible modificar la redacción de la iniciativa 
a fin de que sea menos restrictiva. Mientras tanto, para que quede prolijo y no tenga un sentido 
diferente al que nosotros estamos planteando, propongo que a la próxima reunión de la comisión 
concurran la Liga Comercial e Industrial de Dolores y los representantes de la Intendencia de Soriano 
para que conozcan la solución que se está buscando. Creo que sería bueno que estuvieran en 
concordancia con lo que estamos proponiendo y también conocer cuáles son sus ideas en relación con 
este tema. 


Este fue el actor que por una razón de tiempo, entre otras, faltó en la comisión; me refiero a 
las fuerzas vivas. Hubo una carta al Ministerio de Economía y Finanzas, pero no vino al Parlamento. 
Una vez que este tiene voluntad de modificar el tema para hacerlo menos restrictivo, me parece que 
está bueno convocarlos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- A veces comparto que puedan comparecer, estoy encantada de recibir a la 
sociedad de Dolores y al señor intendente, pero me parece que primero debemos ver qué solución le 
encontramos al tema. Luego que la encontremos, vemos si los convocamos o no. Pero, ¿para qué 
hacerlos venir si no tenemos una solución? Primero debemos trabajar en el tema y después vemos si 
los convocamos o no. 


SEÑOR DELGADO.- Me parece muy atinada su sugerencia, señora presidenta, pero si en diez o 
quince días tenemos una nueva propuesta del Ministerio de Economía y Finanzas que sea más 
abarcativa, de pronto podemos convocarlos para que conozcan el proceso. A veces hay dificultades 
para que sea tan amplio como algunos esperan, pero en este caso hubo voluntad de los senadores de 
no ser restrictivos en la aplicación de la solución. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si todos los senadores están de acuerdo, nos damos unos días más, pero si 
en diez o quince días no llegamos a algo más, vamos a tratar de votar para darles una solución. Ya 
estamos en octubre y comenzamos a trabajar en esto a partir de la nota del mes de mayo. Han 
transcurrido varios meses, ya estamos por comenzar octubre y, si no resolvemos el tema, nos vamos a 
encontrar con el 2017; además, el receso comienza a mediados de diciembre. Los tiempos a veces 
corren más rápido de lo que podemos acompañar. 


SEÑOR DELGADO.- Reiteramos el voto de confianza en la presidenta y en su capacidad de «tejer». 
SEÑORA PRESIDENTA.- Me alegra mucho. 

Quedamos así, entonces; nos damos unos días más. 
(Apoyados). 

—Se levanta la sesión. 


(Son las 11:08). 
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